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Asunto: 

 
Se encuentran las presentes diligencias al despacho para resolver sobre 
el recurso de reposición deprecado por la parte demandante a través de 
su gestor judicial, contra el auto adiado el 18 de abril de 2023, mediante 
el cual se resolvió y declaró probada la excepción previa formulada de 
falta de competencia y se dispuso la remisión del asunto al juez 
competente.  
 
Dentro de la oportunidad la parte actora allegó escrito con solicitud de 
reposición, incorporado al proceso el pasado 21 de abril de 2023, e 
ingresado al despacho el 25 de mayo pasado, recurso fijado en lista del 
27 de abril de 2023, traslado que fue descorrido por la pasiva el 2 de 
mayo, conforme se desprende de los folios 28 a 30 del expediente digital.  
 
Fueron fundamentos del recurso los siguientes:  

 
El recurso: 

 

Arguye el representante del recurrente que el juzgado equivoca su 
apreciación en tanto:  

 
“El Artículo 1546 C.C, indica que en los contratos bilaterales va envuelta 
la condición resolutoria que frente al incumplimiento da la posibilidad al 
cumplido de iniciar y pedir a su arbitrio, o la resolución o el cumplimiento 
del contrato con indemnización de perjuicios; además trae al escrito 
como fundamento el artículo 1602 C.C.- señalando que todo contrato 
es ley para las partes y no puede ser invalidado sino por su 
consentimiento mutuo o por causas legales. 
 
Respecto al el pago del precio en la escritura pública de compraventa, 
se apoya en el artículo 1934 del Código Civil: y en la Sentencia 
SC11287 del 17/08/2016., con ponencia del Magistrado Ariel Salazar 
Martínez, la resolución del contrato extingue todo vínculo jurídico 
derivado de él, por lo tanto, deja sin efecto toda obligación pasada y 
futura debido a la retroactividad que lo caracteriza, excepto las 
necesarias para regresar las cosas al estado anterior. 
 
Para señalar que la principal consecuencia de la resolución de un 
contrato es que tienen que volver las cosas a como estaban antes de 



la celebración del mismo, lo que obligadamente conlleva a que exista 
la restitución de mutuas y cita para apoyar su manifestación la 
sentencia SC 1662 -2019 el artículo 1546 del Código Civil, el artículo 
1602 de la misma codificación, la sentencia del 18 de octubre de 2012, 
proferida por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, y 
finaliza su disertación en que acorde con el contrato de promesa de 
compraventa y demás pruebas documentales anexos a la demanda; de 
los hechos aceptados por los demandados en la contestación de la 
misma; de las excepciones previas y de mérito propuestas por los 
demandados y sus fundamentos , el precio real de contrato de 
compraventa contenido en la escritura pública número 4.391 de fecha 
21 de diciembre de 2015 otorgada en la Notaría Segunda de 
Fusagasugá, cuya resolución se pretende, es de CIEN MILLONES DE 
PESOS ($100.000.000) y no el de SEIS MILLONES DE PESOS 
($6.000.000), en él estipulado. 
 
Además de lo anterior señaló que el artículo 1934 del Código Civil 
preceptúa que “si en la escritura de venta se expresa haberse pagado 
el precio, no se admitirá prueba alguna en contrario sino la nulidad o 
falsificación de la escritura, y sólo en virtud de esta prueba habrá acción 
contra terceros acreedores” y que no es menos cierto que lo estipulado 
en dicho precepto es frente a los terceros que no fueron parte en el 
proceso, pero no así frente a las partes contratantes; pues la 
jurisprudencia (CSJ, CAS, Civil, Sentencia, abril 24/86), ha sostenido 
invariablemente que: “La constancia de pago mantenida en escritura 
pública admite prueba en contrario inter partes, pero no frente a 
poseedores”. Interpretación jurisprudencial que aplicada al precio 
convenido en la promesa de compraventa, deja bien en claro que el 
precio de la compraventa pactado es de cien millones de pesos 
($100.000.000). Precio que los demandados, por intermedio de su 
apoderado judicial, al contestar la demanda y proponer excepciones 
previas y de mérito, confiesan como cierto cuando dicen que pagaron 
en su totalidad (Arts. 191 y 193 CGP); pero que sus representados 
controvierten diciendo que lo pagado por los demandados fue tan solo 
sesenta y cinco millones de pesos ($65.000.000). Surgiendo así, al 
acumularse el precio real del inmueble objeto del contrato de 
compraventa ($100.000.000) a las demás pretensiones de la demanda 
($10.000.000 pactados como sanción penal en caso de incumplimiento, 
más $12.000.000 por concepto del valor de los frutos civiles producidos 
o que pudo producir el mencionado inmueble con el empleo de una 
mediana inteligencia y actividad, desde la fecha en que los 
demandados lo recibieron materialmente hasta el 31 de diciembre de 
2017), la cuantía de las pretensiones de la demanda—Art. 26-1 CGP, 
que no es otra que la suma de CIENTO VEINTIDÓS MILLONES DE 
PESOS ($122.000.000). Valor este muy superior a la suma de 
$110.657.550 que es el equivalente a 150 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, teniendo en cuenta que en el año de presentación 
de la demanda, 2017, el salario mínimo legal mensual vigente era de 
$737.717,00. 
 
Por ello señaló que, no se puede desconocer, por estar debidamente 
probado, que el precio real de la compraventa y sus pretensiones 



accesorias, es de CIENTO VEINTIDÓS MILLONES DE PESOS 
($122.000.000) y no de SEIS MILLONES DE PESOS ($6.000.000) 
como lo considera su despacho. 
 
Y que de mantenerse el auto el juzgado civil municipal a quien 
corresponda el asunto, no percibe la verdadera cuantía de las 
pretensiones, representadas en el valor del inmueble y los pedimentos 
accesorios de la demanda; así como en las sumas de dinero que 
habrán de restituirse en el eventual fallo que se profiera a favor de las 
pretensiones de la parte demandante y, dicho juzgado municipal no 
propone, como si lo percibe muy seguramente lo hará, un conflicto de 
competencia, en el momento de proferir el citado fallo se encontraría 
con el siguiente dilema jurídico: ordenar la restitución de tan sólo SEIS 
MILLONES DE PESOS ($6.000.000) que es el precio que aparece en 
la escritura pública lesionando los intereses de la parte demandada u 
ordenar la devolución de las sumas de dinero realmente pagadas por 
la parte demandada, como parte del precio de la compraventa aceptado 
por ella en su escrito de contestación de demanda y en los fundamentos 
de las excepciones previas y de mérito propuestas. 
 
Y que, si el despacho ignora el valor del precio de la compraventa 
aceptado por los demandados y el monto de los abonos realizados por 
los mismos y, anticipadamente a proferir su decisión da por hecho que 
el precio de la compraventa es de tan sólo seis millones de pesos 
($6.000.000), no tendría ningún sentido continuar con el proceso por la 
causal del incumplimiento en el pago del precio, pues está más que 
probado en el proceso que las sumas abonadas superan ampliamente 
el precio que aparece estipulado en la compraventa. 
 

Para resolver se atenderán las siguientes, 
 

Consideraciones: 
 

El recurrente, se apoya en decisiones emitidas en sentencias de 
superiores funcionales de esta judicatura, en razones sustanciales que 
solo pueden ser debatidas en la correspondiente etapa del trámite 
procesal, pero frente a los señalamientos de la cuantía, este funcionario, 
nada señaló con respecto a los elementos de los acuerdos realizados 
entra las partes con posterioridad a la suscripción de la escritura cuya 
resolución se pretende, o a los frutos reclamados que hayan de resarcirse 
con la resolución del contrato, pues lo cierto es que, la norma es muy clara 
a determinar la cuantía de los asuntos, la cual es una regla procesal y no 
sustancial, pues tampoco es de recibo, que determine la cuantía por 
factores que son asuntos del debate probatorio y de la decisión final, en 
ningún momento se ha referido este funcionario a que lo único que pueda 
dársele a la parte que resulte vencedora es la suma de $6.000.000, como 
desatinadamente  lo hace ver el censor en su escrito. 
 
En efecto, todo el inconformismo del apoderado demandante, se concreta 
a defender su sentir en aspectos sustanciales, dado que lo que aquí 
argumenta, se engloba en las consecuencia, de la declaratoria de una 
resolución de contrato, sus elementos y características, apoya su 



inconformidad en que este funcionario no atendió el pago posterior que 
hizo la contra parte, en los frutos que deben resarcirse, y los acumula a 
las pretensiones de la demanda lo cual este despacho no discute si ello 
supera la menor cuantía, lo que es cierto es que, la norma obliga al juez 
de circuito a conocer de los procesos que superen los 150 SMLMV para 
le época en que se instauró la demanda, pero cuando se trata de asuntos 
declarativos como en este caso, la competencia está determinada por el 
valor plasmado en el contrato cuya resolución se pretende sin sumarle a 
este, indexaciones, acuerdos posteriores o frutos civiles, como lo presume 
el censor, sin que, ello sea un factor que determine el precio a que sea 
condenada la parte vencida una vez se esgriman los elementos 
probatorios y sustanciales ante el fallador de instancia.  

 
Téngase que la cuantía, es la determinación que tuvo en cuenta el 
legislador para el reparto de los procesos, por ello es una regla de carácter 
procesal, que da las directrices para saber a cuál funcionario judicial le 
corresponde el trámite de un asunto determinado, para el caso en el auto 
objeto de inconformidad se le explicaron detalladamente los aspectos que 
frente a la determinación de cuantía para asignación de procesos 
estableció el legislador y que no se hace necesario transcribirlos 
nuevamente en este escrito ya que allí están especificados.   
 
Tal como se indicó en el auto objeto de disenso, la cuantía está 
determinada por el precio plasmado en el documento cuya resolución se 
pretende, sin indexaciones, frutos o cuantías estimadas o arreglos 
posteriores entre las partes, pues estos elementos son los que se 
encuentran en discusión y deberá ser el juez competente quien dirima 
sobre ellos en la sentencia que ponga fin a la instancia.   
 
En tal virtud, se tiene que, en la providencia recurrida, el Despacho 
expuso de manera clara y suficiente las razones por las cuales se 
apartaba del conocimiento del asunto, y tomo las medidas para la 
efectividad del derecho al debido proceso que le asiste a las partes en 
tanto un factor fundamental del debido proceso es que el juicio se 
adelante por el juez competente por ello, el legislador en el numeral 1 del 
artículo 26 del Código General del Proceso dispuso que: 
 

“La cuantía se determinará así: 
1. Por el valor de todas las pretensiones al tiempo de la demanda, sin 
tomar en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados 
como accesorios que se causen con posterioridad a su presentación”. 
 

De manera que como la pretensión principal del demandante es la 
resolución del contrato de compraventa plasmado en la Escritura Publica 
No. 4391 de fecha 21 de diciembre de 2015, y cuyo valor pactado en tal 
documento fue concertado por las partes en la suma de $6.000.000 es 
ese el valor que determina la competencia, y en la cual no puede entrar a 
sumar las demás pretensiones accesorias para escoger el juez , pues se 
reitera las reglas procesales son de orden público, deben ser acatadas 
por el juez en razón de la orden constitucional que obliga a los 
funcionarios judiciales a acatar el derecho positivo plasmado en las 
codificaciones , es decir estar sujeto a la Ley, de manera que las 



pretensiones anejas  no pueden ser tenidas en cuenta para determinar la 
cuantía del trámite y con el abrogarse el conocimiento y tramite de una 
acción que, es del a competencia de otro funcionario so pena de vulnerar 
garantías de rango constitucional. 

 
En ese orden al despacho no le queda otro camino que, mantener el auto 
censurado. 

IV Decisión: 
 

Por lo expuesto el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Fusagasugá, 
Cundinamarca,

RESUELVE: 
 
PRIMERO: NO REPONER el auto de fecha 18 de abril de 2023, de 
acuerdo a las consideraciones realizadas. 
 
SEGUNDO: La secretaría de cumplimiento al auto de fecha 18 de abril, 
de 2023, ello es, remitiendo el asunto a reparto de los jueces municipales 
de Fusagasugá, Cundinamarca. 
 

Notifíquese. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

RENÉ OCTAVIO BARROSO ACEVEDO 
JUEZ 

 
 
 

Auto notificado en estado electrónico del 17.ago.2023 

 


